
Se acercan las elecciones autonómicas y locales. Los 
partidos ultiman sus programas y los puntos que de-
fenderán durante la campaña electoral. Los compro-
misos que desarrollarán si gobiernan o defenderán 
desde la oposición. ¿Quieres saber qué les pedimos? 
La Federación Aragonesa de Solidaridad recuerda a 
los partidos políticos que la cooperación al desarro-
llo es una política social pública 
y que las medidas que decidan 
en la próxima legislatura tie-
nen la capacidad de mejorar-
la e impulsarla. También les 
recordamos que el resto de 
políticas públicas tienen 
impacto en el planeta y en 
las personas vulnerables 
de los países más empo-
brecidos. 
Las propuestas que les 
hemos trasladado a los 
partidos políticos son: 
 Una nueva ley aragonesa de coope-
ración para el desarrollo, que contemple la 
trayectoria de la cooperación aragonesa, 
los consensos alcanzados, y al mismo 
tiempo sea capaz de incorporar las nue-
vas visiones y adaptarse a los nuevos 
retos a los que ha de responder. 
 Una hoja de ruta hacia el 0,7% 
en 2030 para las grandes administra-
ciones aragonesas y el mantenimien-
to en aquellas que lo destinan en la 
actualidad. 

 La elaboración de una estrategia aragonesa de Co-
herencia de Políticas para el Desarrollo Sostenible que 
incorpore en las políticas públicas el reto de afrontar 
los desafíos actuales y cercanos, el compromiso con 
las futuras generaciones y el planeta, y el impacto de 
las acciones propias en otras sociedades. 

 Potenciar una Educación para el Desarrollo y la Ciuda-
danía Global encaminada a generar una 
ciudadanía global, crítica y activa que esté 
comprometida en promover un mundo 
más justo, sostenible y equitativo. Para 
ello se desarrollará la II Estrategia arago-
nesa de Educación para el Desarrollo y la 
Ciudadanía Global. 
 El desarrollo normativo de instru-
mentos adecuados para una cooperación 
al desarrollo de calidad. 
 Incluir en las compras públicas y 
en los pliegos de las contrataciones de 
bienes y servicios de la administración el 

suministro de productos de Comercio Justo. Extender 
a  las administraciones locales aragonesas el estatus 
de Ciudad por el Comercio Justo. 

 Se potenciará una respuesta solidaria, ágil y coordina-
da ante las catástrofes humanitarias y la difusión entre 
la sociedad aragonesa de las vías de colaboración ante 
las emergencias humanitarias, así como la sensibiliza-
ción sobre otras situaciones humanitarias invisibilida-
des comol os conflictos olvidados. 

Cuando los partidos presenten sus programas, los analizare-
mos y te resumiremos lo que explican desde la óptica de la 
solidaridad internacional. 
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Desde mediados de abril la capital de Sudán, Jartum, y otras 

ciudades del país sufren durísimos enfrentamientos entre 

militares y paramilitares que han dejado más de 400 muertos 

y al menos 3.500 personas heridas, según la ONU. Las faccio-

nes están lideradas por dos 

generales rivales: Abdelfatá al 

Burhan, apoyado por el Ejérci-

to sudanés, y el general Mo-

hamed Hamdan, alias Hemedti, 

que lidera a las paramilitares 

Fuerzas de Apoyo Rápido. Des-

de que estallaron los comba-

tes, el pasado sábado, ninguno 

de los sucesivos alto el fuego 

declarados ha sido respetado. 

En Jartum, donde viven más de cinco millones de personas, la 

situación se acerca a límites insostenibles en medio de una 

escasez cada vez más grave de comida, agua, electricidad y 

combustible.  

Los enfrentamientos actuales derivan de una larga rivalidad 

entre Al Burhan, presidente del consejo de transición de 

Sudán y líder de facto del país, y Mohamed Hamdan, vicepre-

sidente. En 2021, los dos generales llevaron a cabo un golpe 

de Estado conjunto que acabó con la transición democrática 

abierta en 2019 tras una re-

vuelta popular. A la preocupa-

ción por la situación interna se 

suma la posibilidad de que el 

conflicto arrastre a las nacio-

nes vecinas, entre ellas Egipto, 

que mantiene tropas en terri-

torio sudanés. En Sudán tam-

bién convergen intereses de 

otras naciones, incluida Rusia: 

el grupo paramilitar Wagner, 

cercano al Kremlin, ha asesorado al Gobierno militar y ha 

obtenido acceso al lucrativo negocio de las minas de oro. 

Sudán posee una de las mayores reservas de oro del conti-

nente; la mayoría de las minas más rentables están bajo el 

control de Hemdeti y sus Fuerzas de Apoyo Rápido. 

La extracción de las gemas, cuyo marco expira el próximo 
mes de junio, se realiza bajo el paraguas de una empresa de 
titularidad conjunta, Debswana, que vende un 75% de la pro-

ducción a De Beers y el 25% restante a la estatal Okavango 
Diamond Company. Se estima que Botsuana obtiene cerca de 
4.500 millones de dólares anuales por la venta de su parte de 
las gemas y por los impuestos del contrato con De Beers, 
principalmente. 

El pasado 9 de marzo, el presidente botsuano, Mokgweetsi 
Masisi, reconoció que «estamos ante un gigante, pero quere-
mos lo que es nuestro. Queremos una mayor participación y 
lo estamos intentando a través de negociaciones. Si las con-
versaciones se vuelven difíciles, diremos “no”». La cuestión, y 
así se lo plantean distintos analistas en medios locales y espe-
cializados, es si Botsuana tendrá la capacidad de mantener la 
explotación diamantífera sin De Beers. . No sólo las ONGDs 

  

Tanzania y Burundi han lanzado un plan para construir un 
ferrocarril electrificado que conectará inicialmente a los dos 
países y pasará por la República Democrática del Congo 
(RDC). Con este proyecto, que supondría el segundo ferroca-
rril electrificado multinacional del continente, se pretende 
aprovechar el Área Continental Africana de Libre Comercio 
(AfCFTA). 
The Citizen informa que está planeado construir, en un perío-
do de cinco años, unos 282 kilómetros de una línea ferrovia-
ria de vía estándar electrificada (SGR). La ruta comenzará en 
Uvinza (Tanzania), cruzará a través de la frontera internacio-

nal a lo largo del río Malagarasi hacia Musongati y llegará 
finalmente a Gitega, Burundi. 
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La migración supone un proceso de duelo de quien la realiza. 
Si además el camino está lleno de obstáculos hasta llegar al 
país de destino, supone un sufrimiento añadido que daña a 
las personas. En el caso de las mujeres suman a todo ello la 
violencia sexual, que en 
muchas ocasiones sufren 
como “peaje” por el 
hecho de migrar. 

En varios puntos del 
planeta es posible 
encontrar esta realidad. 
Sólo en los 5.000 
kilómetro de México, el 
29 % de las mujeres 
p r o c e d e n t e s  d e 
Honduras, El Salvador y 
Guatemala tuvieron que 
ser atendidas por 
violencia física, psicológica o sexual durante el año pasado, 
según un informe del Instituto Nacional de Salud Pública en 
México. 

La mayoría de estos abusos quedan impunes ya que el temor 
a ser repatriadas y la desconfianza de las autoridades 
provocan que solo se denuncie en torno a uno de cada diez 
casos. 

A la agresión se suma que muchas veces por ser migrantes 
irregulares, no son atendidas en hospitales y dependen de 
las organizaciones de ayuda humanitaria y ONGDs para 
conseguir métodos anticonceptivos o apoyo psicológico. 

Además de la violencia 
que supone para la mujer 
este tipo de abusos, está 
el riesgo de quedar 
embarazada y de 
contraer enfermedades 
de transmisión sexual. 
Cuestiones que han de 
ser atendidas en las 
primeras horas tras la 
violación y que necesitan 
de una atención médica 
inmediata.  

En 2022 sólo se logró que 5 mujeres, en la ruta de México, 
fueran atendidas. La razón: no saben dónde acudir cuando 
sufren una agresión sexual. No sólo las ONGDs sino, las 
administraciones y los estados han de poner foco de 
atención en este tema y hacer todo lo posible por prevenir 
y erradicar la violencia de género y paliar sus 
consecuencias, especialmente en aquella parte de la 
población más vulnerable.  

El pueblo indígena borana de Kenia ha hecho público 
un contundente comunicado contra un proyecto de compensa-
ción de créditos de carbono que les 
afecta, usado por Netflix y Meta.  
La controvertida organización Nort-
hern Rangelands Trust (NRT) dirige el 
“Proyecto de Carbono de los Pastiza-
les del Norte de Kenia” (NKGCP, 
según sus siglas en inglés). El pasado 
mes de marzo, Survival Internacional 
publicó un informe que  exponía 
cómo este proyecto se basa en susti-
tuir la práctica tradicional de pasto-
reo indígena por un sistema de con-
trol centralizado similar al de la gana-
dería comercial, y sin haber recibido 
además el consentimiento libre, pre-
vio e informado de los indígenas. 
Verra, una organización que certifica 
programas de compensación de emisiones de carbono, suspen-
dió recientemente la emisión de créditos de carbono de dicho 
proyecto, lo que podría ser una señal de su seria preocupación 
por el programa de NRT. 
Ahora, el Consejo de Ancianos del Pueblo Borana ha hecho 
público un comunicado donde exponen: 

- Que se han producido “graves violaciones de los derechos 
humanos por parte de NRT contra las comunidades indígenas 

del norte de Kenia”. 
- “Ahora entendemos que las presio-
nes de NRT para frustrar los procesos 
de registro de tierras comunitarias 
vienen impulsadas por los enormes 
intereses comerciales y beneficios 
que obtienen de las tierras no regis-
tradas de estas comunidades indíge-
nas”. 
- “[Afirmamos] categóricamente que 
no se ha respetado ni obtenido 
ningún proceso de Consentimiento 

Libre, Previo e Informado de nuestras 
comunidades”. 
- El “Proyecto de Carbono de los Pas-
tizales del Norte de Kenia” de NRT es 
un “engaño verde”. 

“Exigimos que NRT desocupe nuestras tierras [y] haga públicas 
sus cuentas auditadas para este proyecto”. 
Los boranas también afirman que están considerando 
“emprender nuevas acciones legales contra NRT por el conti-
nuo robo de sus recursos comunitarios”. 

Los pueblos pastoralistas indígenas de Kenia son nómadas y 
autosuficientes, pese a vivir en un entorno que muchos conside-
rarían desafiante. Un proyecto de compensación de emisiones 

de CO2 de NRT amenaza su modo de vida y su existencia. © 
Beckwith & Fisher 

https://assets.survivalinternational.org/documents/2476/230327_Borana_Council_of_Elders_R_letter.pdf
https://assets.survivalinternational.org/documents/2476/230327_Borana_Council_of_Elders_R_letter.pdf
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El primer litigio climático de la historia de España queda visto para 
sentencia 
Hace tres años, nos sumamos a Ecologistas en Acción, Greenpeace, 
Oxfam Intermón, Fridays For Future en la demanda al Gobierno de 
España por inacción ante el cambio climático. 
Confiamos en que la justicia española siga la senda de otros tribunales 
europeos y obligue al Estado a cumplir con sus responsabilidades 
climáticas. 
La actual situación de emergencia climática 
(sequía, olas de calor, incendios…) en todo el 
planeta evidencia la necesidad de actuar con 
urgencia y ambición. 
Cada vez más cerca del final: el Tribunal Supremo 
ha dejado visto para sentencia el primer litigio 
climático de la historia de España. La votación y 
fallo, que tendrá lugar el próximo 27 de junio en 
la Sala Tercera del Tribunal Supremo, será decisi-
va en la lucha contra el cambio climático. De 
fallar a favor de la demanda, la justicia podría obligar al Gobierno a 
modificar el objetivo de reducción de emisiones para 2030: del ac-
tual 23% contemplado en el vigente Plan Nacional Integrado de 
Energía y Clima (PNIEC), hasta el 55% solicitado por las organizacio-
nes demandantes sobre la base de los informes del IPCC. 
Las cinco organizaciones confían ahora en que la justicia les dé la 
razón, y reconozca la obligación que tiene el Estado de proteger a la 
ciudadanía frente a los efectos de la crisis climática. Para ello, la sen-
tencia debe exigir al Gobierno que apruebe una reducción de emisio-
nes mucho más ambiciosa, como exigen los informes científicos. La 
justicia española seguiría así la senda emprendida por tribunales de 
otros países europeos, como Holanda, Francia y Alemania, que han 
obligado a sus gobiernos a incrementar la ambición de sus políticas 
climáticas. 
——————————————————————————————— 

La imagen general de la Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) del 
año  2022, presentadas por el Comité de Ayuda al Desarro-
llo (CAD) de la OCDE supone un aumento del 13,6% con respec-

to a 2021, aunque este dato responde en realidad a fondos 
destinados a la acogida de personas refugiadas ucranianas en 
los propios países del CAD. Esto hace que el dinero permanez-
ca en el propio territorio lo que incumple uno de los principios 
de la AOD que es la redistribución de la riqueza entre países. 
En 2022, la AOD española alcanza 4.207 millones de dólares, 
que supone el 0,3% de la RNB y aumenta con respecto al 2021, 

pero queda por detrás de la media de 
los países europeos del CAD, que se 
sitúa en un 0,57%. Y también muy 
alejada de los 6.000 millones alcanza-
dos en 2008. 
Si se restan los fondos destinados a la 
acogida de población refugiada ucra-
niana, no se superan los 3.400 millo-
nes de dólares: un 0,24% de la RNB. 

Teniendo en cuenta las múltiples y graves crisis que afectan a 
millones de personas en todo el planeta y las reiteradas decla-
raciones de compromiso del Gobierno español con esta política 
pública, esta cifra es insuficiente. 
El apoyo a la población refugiada de todo el planeta es un 
deber recogido en múltiples leyes internacionales que los Es-
tados deben cumplir; no hacerlo nos lleva a derivas muy peli-
grosas. La acogida brindada a la población ucraniana demues-
tra que, cuando hay voluntad política, pueden asegurarse 
políticas públicas a la altura; en este sentido, debería marcar 
el camino a seguir con todas las personas que sufren las con-
secuencias de las guerras, las violencias y la miseria. Ahora 
bien, esos fondos no deben ser contemplados como coopera-
ción, sino como fondos específicamente destinados a la aten-
ción de quienes ejercen su derecho al refugio. 

 

Teruel 

Huesca 

https://www.oecd.org/dac/financing-sustainable-development/development-finance-standards/official-development-assistance.htm
https://www.oecd.org/dac/financing-sustainable-development/development-finance-standards/official-development-assistance.htm

